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	Asunto:
	Se conoce de la apelación contra la decisión de no decretar la preclusión, proferida el dieciséis (16) de noviembre-07.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la decisión en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, son:

1.1.- Se tuvo conocimiento por información de fuente humana anónima, que entre las 11:30 y las 12:00 del día, en la cafería PAN - COMER ubicada en la esquina de la carrera 21 con calle 21 del barrio Providencia en esta capital, se encontrarían cuatro (4) hombres y una mujer a realizar una entrega de estupefacientes. La información incluía la descripción de las personas involucradas en la transacción ilícita.
A consecuencia del operativo policial, fueron aprehendidas en efecto cinco personas: JORGE EDUARDO GUEVARA LOBO, FREDY ALONSO RESTREPO, ULISES JARAMILLO QUINTERO, BRESMAN LOAIZA RIVERA y ADRIANA PATRICIA BEDOYA. Los tres primeros se allanaron a los cargos imputados ante el señor Juez de Control de Garantías, no así los últimos; por tal motivo, contra los allanados se profirió sentencia de condena por parte del Juez Único Penal del Circuito Especializado de esta capital, y se rompió la unidad procesal con respecto a los restantes.
1.2.- Acto seguido, la Fiscalía Tercera Especializada presentó petición de preclusión en favor de BRESMAN LOAIZA RIVERA y ADRIANA PATRICIA BEDOYA, al considerar que debía darse aplicación a la causal “imposibilidad de desvirtuar la presunción de inocencia”. La solicitud fue negada por el Juez Único Penal del Circuito Especializado de Pereira al momento de celebrar la Audiencia respectiva, en cuya providencia interlocutoria sostuvo que la evidencia física y los elementos materiales probatorios eran sumamente claros en orden a pregonar responsabilidad en los dos citados y dijo estar extrañado por el hecho de que la Fiscal se atreviera a presentar una preclusión con desconocimiento de la fuerza de convicción del material recaudado.
1.3.- La decisión fue objeto de apelación tanto por la Fiscalía como por ambos defensores, razón por la cual las diligencias se encuentran en esta Corporación para efectos de desatar la alzada. Durante el trámite del recurso ante esta segunda instancia, la Fiscal renunció al recurso de apelación, motivo por el cual la competencia funcional quedó dependiendo del recurso presentado por los defensores.

1.4.- Llegado el día y hora de la sustentación de la apelación ante esta Corporación, hicieron su intervención los defensores, en tanto la Fiscalía, no obstante hacerse presente, no hizo manifestación alguna. A continuación, esta Sala de Decisión emitió providencia por medio de la cual declara la NULIDAD de lo actuado a partir inclusive de la audiencia de preclusión, al observarse que en el funcionario de conocimiento concurría una causal de impedimento en atención a que con prelación había proferido un fallo de condena en contra de los tres restantes imputados que se allanaron a los cargos; lo dicho, con fundamento en reciente posición jurisprudencial de la H. Corte Suprema de Justicia.
1.5.- Por parte de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, se designó al Juez Penal del Circuito Especializado con sede en la ciudad de Manizales para asumir por competencia excepcional el conocimiento de este asunto. Autoridad que una vez repuso la audiencia de solicitud de Preclusión, finiquitó el trámite con una decisión adversa a las pretensiones de la Fiscalía en cuando a precluir la investigación con fundamento en la causal invocada de “imposibilidad de desvirtuar la presunción de inocencia”. 

Para llegar a esa conclusión, el funcionario argumentó básicamente: (i) La captura se produjo en flagrancia, como se desprende del reporte oficial y de la entrevista realizada a la propietaria del inmueble donde se produjo la incautación, de todo lo cual hubo ratificación ante el Juez de Garantías; (ii) Los argumentos que trajo a colación la delegada Fiscal son “peregrinos y deshilvanados” porque no tienen ningún soporte en lo fáctico y desconocen la realidad de lo acaecido; (iii) La presencia de ADRIANA y BRESMAN no fue accidental o circunstancial, como se ha querido hacer notar por los restantes integrantes del grupo, por cuanto la información recibida por los organismos de seguridad del Estado fue debidamente corroborada al momento de efectuar el operativo y constatar la negociación ilícita; (iv) No es verdad que los dos citados se hicieran en otra mesa y que departieran en forma independiente a los restantes; por el contrario, lo que se extracta de lo verificado es que ambos conocían la transacción que se iba a realizar y huyeron al notar la presencia policial; (v) Aún existen medios probatorios por recolectar, como son las versiones de los restantes miembros de la Sijin que no han atestiguado y el nieto de la propietaria del establecimiento que vio cuando uno de los individuos se refugió en el segundo piso -BRESMAN, según se afirma-; (vi) El tener BRESMAN LOAIZA antecedentes por Tráfico de Estupefacientes, lo cual indica que no es ajeno a este tipo de ilicitudes; (vii) Nadie va a ser tan osado como para estar presente en ese lugar y en ese instante sin tener participación en la negociación, ni mucho menos alguien la va a realizar en presencia de extraños; y, finalmente (viii) Los elementos de convicción con los que “supuestamente” dice contar la Fiscalía (entrevistas verbales a los condenados), no sirven para soslayar los dichos de los oficiales y demás testigos presenciales del hecho.
2.- El Debate

2.1.- Defensor de Bresman Loaiza -recurrente-
En sus diversas intervenciones, el profesional impugnante ha concretado sus ideas en lo siguiente:

Considera que el Juez de conocimiento ya tenía en su mente la idea de responsabilidad, por el hecho de haberse condenado a los restantes copartícipes. De ese modo, no tuvo en consideración que su patrocinado era prácticamente un desconocido en esa escena, pues sólo lo conocían ADRIANA y ULISES, y éste por el simple hecho de que estaba buscándole un trabajo. 

A su modo de ver, BRESMAN estuvo en el lugar y en el momento equivocado, sin tener participación alguna con la negociación de esa mercancía. Y así lo anuncia, porque además de las entrevistas rendidas, el Juez a quo habló de unas fotografías que le daban soporte a la posibilidad de una acusación, pero es curioso que así se diga porque en realidad esas fotos no fueron tomadas en el instante de la comisión del hecho, sino posteriormente cuando volvieron a “poner en escena” a todos los involucrados para “hacer más creíble” la incriminación.

La actuación tuvo la suerte de contar con la acuciosa actividad de la Fiscal del caso, quien advertida de esas irregularidades se dio a la tarea de aclarar cuál era realmente la verdad y pudo comprobar que todo esto fue “un montaje”, razón que la llevó a solicitar la preclusión a favor de dos de los comprometidos. Lo dicho, máxime si el sujeto que supuestamente iba a comprar el alcaloide logró huir y de ese personaje nada se sabe. 

Recuerda que la justicia es rogada y que la carga de la prueba la tiene el Estado en cabeza de la Fiscalía, con lo cual, la investigación no le pertenece al Juez; así las cosas -dice- cuando la Fiscal vio clara la necesidad de precluir no la deben obligar a seguir con lo que ella no está de acuerdo, pues entonces eso iría contra sus principios y cometería prevaricato. Así las cosas, encuentra que su defendido está indefenso ante todo este montaje. 

Lo que hubo fue una “falla del servicio” y un proceder ilegal de quienes participaron en el operativo, motivo por el cual la decisión de primera instancia debe revocarse para en su lugar disponer el archivo de las actuaciones.

Agregó, que si bien el Juez de conocimiento asevera que existen otras pruebas qué practicar, entre ellas las versiones de los agentes que participaron en el operativo, de todas formas debe concluirse que todo esto fue “un montaje” y no hay lugar a escuchar a nadie más. Igualmente, que la Fiscal se entrevistó con algunos de los ya condenados y estos le dijeron que BRESMAN y ADRIANA no tenían nada que ver, situación que es perfectamente válida porque ellos no están impedidos para seguir colaborando con la administración de justicia.

Finalmente, censura la forma en que fue decidido este asunto por el Juez, toda vez que la providencia es una verdadera sentencia de condena al haber declarado que existía plena responsabilidad de los aquí acusados. 
2.2.- Defensora de Adriana Patricia Bedoya -recurrente-
De sus diversas intervenciones en pro de obtener la revocación del auto recurrido, se puede extraer que sus argumentos se contraen a cuatro puntos específicos: 
(i) la decisión se adoptó con fundamento en prueba inexistente y por conocimiento previo del Juez : toda vez que -según entiende-, el Juez confundió la entrevista con las declaraciones, pues unas veces se refiere a entrevistas y otras a declaraciones, cuando la verdad es que aquí no hay declaraciones, pues nada fue recepcionado con fórmula de juramento; además, no estuvo presente el defensor en las versiones ofrecidas por los imputados, situación que torna inexistentes esos actos por violación al derecho de defensa y al debido proceso. De igual modo, se le dio validez al dicho de OTILIA, la propietaria de esa cafetería, cuando en realidad ella se contradijo en sus intervenciones en la audiencia preliminar y en ese sentido no hay claridad si estas cinco personas llegaron juntas y estaban o no conversando.

(ii) Las circunstancias personales y familiares de su procurada, que impiden desconocer en ella la presunción de inocencia : El Juez adujo que su defendida era la que asumía “el patronato”, es decir, que era la dueña de la sustancia, cuando eso es una simple imaginación del Juez en cuanto al modus operandi. La realidad es que ella no tiene antecedentes penales o policivos, es una persona trabajadora, honesta y ante todo solidaria. También le pareció raro al Juez que esta señora pagara el taxi, lo que no tiene a su modo de ver nada de raro si ella es como se dice, una persona “solidaria”, y aunque es mujer de escasos recursos, no le ve problema a prestar esa colaboración. Por último, también se le dice que nadie va a llevar testigos al delito, pero lo cierto es que ella llegó a un lugar abierto al público y nada tenía de malo su presencia pues se quiso encontrar con un amigo.

(iii) Interpretación probatoria: En lo que hace con el valor probatorio del informe y la declaración de los policiales, los aprecia organizados, manipulados, pues quieren hacer creer que lo que se dice en ese montaje es la verdad. La misma Fiscal en audiencia dijo que en un principio estaba muy convencida de la acusación, pero que con las audiencias preliminares quedó confundida porque los oficiales asimilan cooperante con informante; además, que las fotos fueron después y no en el instante del hecho, situación extraña toda vez que tenían la posibilidad de filmar. En síntesis, los policiales se quedaron distantes del lugar, incluso se fueron a darle la vuelta a la manzana, y no hicieron lo que les correspondía de conformidad con el manual de operaciones, situación que permitió que en últimas no se supiera ni siquiera quién capturó a quién. Por último, llama la atención de la Sala en el hecho injusto de que el Juez asegure que por el simple hecho de que BRESMAN salió corriendo entonces eso es indicio de responsabilidad; en cambio, a su defendida no se le toma en consideración para favorecerla, el haberse quedado quieta, sin huir. Recuerda entonces que los elementos del dolo exigen una prueba más allá de lo simplemente aparente y deben tener soporte en lo objetivo.
Al igual que el otro defensor, considera que de nada sirve llamar a los restantes policiales, puesto que ellos están confundidos, como quiera que ni siquiera saben precisar cuál de ellos fue la persona que realizó las capturas.

(iv) aspectos de la decisión y procedimiento en este caso: Le parece que el proceder del señor Juez fue indebido, en atención a que no sólo omitió resolver inicialmente el recurso de reposición interpuesto, sino que adelantó su criterio al sostener que de todas formas iba a negar la preclusión, como efectivamente sucedió.
2.3.- Ministerio Público -no recurrente-

Solicita la confirmación de la decisión recurrida, por cuanto en su sentir existe suficiente material probatorio que compromete a los involucrados.
Luego de todo lo recaudado, se concluye que los datos suministrados por ese informante fueron ciertos y se encuentran plenamente corroborados, luego entonces, no hay lugar a pensar que estas dos personas a favor de las cuales se solicita la preclusión, fueron ajenas a la conducta delictiva.

Tampoco puede pasarse desapercibido lo relatado por los empleados de esa cafetería, quienes hablan de la ubicación de todos dentro de ese recinto, lo cual permite también pensar que en efecto las cinco personas andaban juntas y sabían cuál era la finalidad de ese encuentro.

Está de acuerdo en la reflexión que se hace en el sentido que allí no podían estar presentes personas extrañas a esa operación. Lo cual está corroborado con el hecho de que los acusados que ya fueron sentenciados, admiten que BRESMAN y ADRIANA los estaban acompañando y explicaron el motivo. En ese sentido, está desfasada la presentación que de este caso enseña la Fiscalía.

Al estar la decisión ajustada a derecho, pide su confirmación.

2.4.- Fiscal -no recurrente-
Dice que se ratifica en lo expresado al momento de sustentar la solicitud de preclusión ante el Juez Especializado, pero aclara, que en momento alguno ha manifestado, como lo entiende el defensor, que las pruebas entregadas por los investigadores se puedan tachar de “falsas”, simplemente que al conocer cómo fue la verdadera forma en que esas fotografías se tomaron, con fundamento en la verificación que llevó a cabo con el Jefe de los Investigadores, cambió de parecer en torno a la responsabilidad de BRESMAN LOAIZA y ADRIANA PATRICIA BEDOYA.

Explica, que le asombró que las fotos tomadas en el lugar del acontecimiento y con la ubicación de las personas comprometidas, hubiesen sido tomadas en forma posterior y no antes de las capturas, como era lo debido. Esa fue la razón por la cual, ante esa nueva realidad, decidió hacer la solicitud de preclusión en los términos ya anunciados.

Recuerda que existe una decisión de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, del 16 de mayo de 2007, radicación 26.310, M.P. Sigifredo Espinosa Pérez, conforme a la cual el Juez que niega una preclusión no puede sugerir al Fiscal que existe mérito para acusar, debe abstenerse de hacerlo, lo que no ocurrió en el presente caso.

Aclara, que la representante del Ministerio Público se basó  en los registros de las audiencias, pero no conoce a fondo la carpeta con las diligencias de esta averiguación, motivo por el cual no está en capacidad de emitir un concepto integral de este asunto.

Por lo dicho, solicita del Tribunal la revocación de la providencia que niega la preclusión y en su lugar proferir una determinación favorable a sus pretensiones.

3.- La Decisión

Tiene el Tribunal competencia funcional para conocer de la preclusión que se pretende y no observa afectación al debido proceso o a las garantías fundamentales de los sujetos procesales.
Antes de involucrarnos con el fondo de este asunto, la Sala se ve obligada a hacer una precisión inicial:
No vemos coherente la participación de la delegada Fiscal en el presente caso y para ello vamos a presentar el orden de sus intervenciones:

Notificada la decisión adoptada por el señor Juez Único Penal del Circuito Especializado de Pereira el día nueve (09) de agosto de 2007, la Fiscalía interpone recurso de apelación; y los defensores el de reposición y en subsidio apelación. El veintiuno (21) de agosto siguiente, cuando ya habían arribado las diligencias a esta Sala, la señora Fiscal presenta memorial mediante el cual expresamente desiste del recurso interpuesto, determinación aceptada mediante auto del veintitrés (23) de agosto, quedando pendiente sólo la definición del recurso interpuesto por los defensores. Luego de la declaratoria de nulidad que hizo el Tribunal, se asignó el conocimiento al señor Juez Único Penal del Circuito Especializado de Manizales, autoridad que realizó la correspondiente audiencia de solicitud de preclusión el dieciséis (16) de noviembre de 2007, que a la postre fue nuevamente rechazada, en cuyo momento la Fiscal Delegada manifestó también en forma clara y expresa que “se encontraba conforme con la decisión adoptada”
. En esa ocasión, igualmente, los recursos corrieron por cuenta de los defensores y al momento de la sustentación ante esta Corporación la Fiscalía manifestó que no deseaba intervenir y guardaba silencio como parte no recurrente. De nuevo, al retornar los registros a esta instancia, fue necesario decretar otra nulidad de lo actuado, esta vez, por no haberse dado trámite a un recurso de reposición interpuesto por uno de los apoderados. Finalmente, ese yerro detectado se corrigió en la audiencia realizada el pasado tres (03) de enero de 2008, por cuanto el Juez a quo negó la reposición y concedió el recurso de apelación que en forma subsidiaria interpuso la defensa.

Llama la atención de todo esto, que no obstante haber desistido del recurso inicial y de mostrarse conforme con la determinación adoptada por el Juez Especializado, e incluso expresar que no deseaba intervenir en la sustentación del recurso como parte no recurrente, la Fiscalía no haya retirado la petición de preclusión, como era la consecuencia lógica de esa ulterior y clara postura procesal que acataba lo definido por el Juez de conocimiento. Muy por el contrario, extrañamente a raíz de la segunda nulidad, volvió a persistir en la petición preclusiva y ante esta Corporación, no obstante ser parte no recurrente, decide intervenir en pro de esa preclusión.
Como vemos, la representante del Ente Acusador deambula en su criterio y esa falta de coherencia se hace más evidente cuando es la Fiscalía como titular de la acción penal la que tiene la iniciativa de la petición a la que nos estamos refiriendo, y no los apoderados que ahora invocan el presente recurso, situación que podría hacer pensar en la ausencia de legitimación por activa de parte de los defensores inconformes, de no ser porque de todas formas la decisión adoptada por la judicatura se hizo pública para todos los intervinientes, quienes poseen por supuesto un interés particular en la actuación y considera oportuno la Sala dar respuesta a sus planteamientos.
La Corporación se limitará por tanto, como le corresponde, a hacer una valoración objetiva de lo recaudado para decir simple y llanamente si en tan particulares condiciones la preclusión se hace viable.

De una vez diremos, sin lugar a equívoco alguno, que una cesación de la investigación a favor de ambos coimputados, es abiertamente impertinente, y en eso coincidimos plenamente con lo vertido en su determinación por el Juez Especializado.
De entrada, no parece equitativo que se sostenga a favor de los imputados ADRIANA BEDOYA y BRESMAN LOAIZA, que existen aseveraciones por parte de los otros coimputados, en el sentido de que éstos no tuvieron nada que ver en el asunto; pero a su turno, se quiera minimizar lo expresado en contra de los dos citados, por parte de JORGE EDUARDO GUEVARA LOBO, personaje igualmente comprometido en estos hechos y que ya fue condenado al hacer admisión de los cargos. Es que se trata nada más ni nada menos que de una persona que hizo una delación, también llamada “incriminación por declaración de un coimputado o testimonio del codelincuente” (chiamata di correo), en el sentido que ADRIANA y BRESMAN sí hacían parte de ese grupo confabulado para la negociación del estupefaciente. 
Y decimos que no es equitativo en el plano de la ponderación racional de la prueba, porque para lo que favorece la defensa y la fiscalía no alegan razones de invalidez por la ausencia de un defensor en la práctica de las entrevistas, en tanto para desacreditar el relato de lo que perjudica sí se esgrime el desconocimiento de esos requisitos. Bastaría decir, que aunque fuesen ciertos los argumentos en pro de la invalidez de esos actos preliminares, de todas formas ese personaje, GUEVARA LOBO, bien puede concurrir en condición de testigo a un ulterior juicio y plasmar tan comprometedoras aserciones bajo juramento.
Pero para arribar a igual conclusión a la que llegó la primera instancia, el Tribunal no requiere de esa delación, le basta con apreciar el restante material de evidencias para inferir, ya sea por la vía de la prueba directa, ora por la senda de la indirecta o indiciaria, que tanto ADRIANA PATRICIA como BRESMAN ANTONIO, sí pueden tenerse, en principio, como involucrados en la ilícita transacción.

Es que no otra cosa puede decirse cuando se aprecia la actitud asumida por ambos en el episodio puesto de presente. Téngase en cuenta que ellos no eran personas desconocidas para los demás que ya se sabe con certeza eran responsables del injusto penal, tanto así, que según se afirma, ADRIANA y BRESMAN llegaron a ese lugar porque supuestamente ULISES JARAMILLO los citó con ocho días de anticipación para ayudarle a él a conseguir trabajo, más propiamente el suyo porque iba a renunciar; situación corroborada por FREDDY ALONSO RESTREPO cuando afirmó que con respecto a la presencia de ADRIANA y BRESMAN, ULISES daría la explicación respectiva.  
Como vemos, no se trata de una pareja que apareciera por obra del destino, de la casualidad; no, ellos arribaron al lugar porque eran conocidos del grupo antisocial. Y si eso es así, como indiscutiblemente tiene que admitirse, entonces cabe pregonar, con total lógica y por simple que parezca, que las reglas de la experiencia enseñan que ningún delincuente lleva testigos gratuitos a la escena del crimen, para que se enteren de lo que va a suceder y pongan en riesgo el éxito del plan.
A lo anterior se suma, el comportamiento inapropiado y censurable que asumió, no uno de ellos, sino los dos, tanto ADRIANA como BRESMAN, puesto que la primera pagó la carrera del vehículo de servicio público en donde precisamente se transportó el alcaloide; en tanto el segundo, tan pronto supo de la presencia policial, subió al segundo piso del establecimiento comercial y se ocultó. De una y otra acción hay buen recaudo probatorio, tanto, que los defensores no intentan desconocer esas actitudes asumidas por sus clientes en el escenario delictual.

Con buen tino destaca la defensora, que no entiende la razón por la cual, a BRESMAN se le censura el hecho de haber corrido para ocultarse en la segunda planta del inmueble, en tanto a ADRIANA no se le tiene en cuenta que se quedó quieta en ese sitio ante la presencia policial. Podríamos conceder valor de contraindicio a ese argumento, aunque de por medio cabe la posibilidad de no haber corrido ante lo sorpresivo de la aprehensión, de no ser porque, como ya lo dijimos, ella no llegó sola a ese local, fue en compañía del sujeto de quien estamos afirmando se ocultó, luego entonces, volvemos al mismo interrogante: ¿si ella no estaba involucrada, pero él si, entonces qué sentido tenía que BRESMAN fuera acompañado de una pareja a sabiendas de lo que iba a ocurrir en ese lugar?, por supuesto que no era sólo para que pagara la carrera del taxi en el cual se llevó la mercancía.
Lo dicho, sin contar también con que el citado BRESMAN LOAIZA ya cuenta con un antecedente penal por tráfico de estupefacientes según lo dio a conocer el Juzgado Penal del Circuito de Anserma (Cds.), autoridad que lo condenó a 32 meses de prisión el día cuatro (4) de febrero de 2004; al igual que el seguimiento del cual estaba siendo objeto ADRIANA BEDOYA, por reportes que se tenían en igual sentido en el Municipio de Viterbo (Cds.)
Con ese panorama, ¿será que podemos decir que se trata de personas ajenas a este acontecer delictivo?; o, por el contrario, hay que admitir que la llamada recibida por los organismos de seguridad, acerca de que cuatro (4) hombres y una mujer se harían presentes en ese establecimiento para comercializar una cantidad considerable de estupefaciente, fue finalmente coincidente con la realidad. Téngase presente, que esa información incluyó las características físicas de esos sujetos, aclarándose que “la mujer tenía aspecto de hombre”, dato este también corroborado porque se admite por la defensa que ADRIANA tiene esa particularidad.

Pero a más de todo lo anterior, encuentra el Tribunal que existe un argumento demoledor en orden a prohibir la preclusión en el presente caso, y consiste en que no es posible finiquitar la investigación en los términos pretendidos, cuando de por medio existen otras probanzas qué aportar. 

Desde siempre se ha entendido, que para dar aplicación a la preclusión de la investigación -antes cese de procedimiento-, debía existir “plena prueba” de alguna de las causales establecidas en la ley. Y a ese efecto la jurisprudencia fue clara en indicar: 
“Cualquier duda u oscuridad que desdibuje o haga borrosa su prueba y aún la simple posibilidad de que el motivo pueda ser más tarde desvirtuado, debilitado o eliminado, impide legalmente dar aplicación a la norma, que en tal evento debe dar paso al adelantamiento de la acción, bien para que se califique el sumario, ya, si es del caso, para que se dicte sentencia”.

Hoy, con la expresión “imposibilidad” de desvirtuar la presunción de inocencia, se evoca de nuevo esa trascendental exigencia, con mayor razón cuando la Fiscalía, como en el presente caso, ya había imputado y solicitado medida de aseguramiento de detención preventiva intramural para quienes se encuentran privados de su libertad y a favor de los cuales se pretende, sorpresivamente, amparar con una exclusión de responsabilidad que haga tránsito a cosa juzgada.

Por eso, encontramos atinado al caso singular lo referido por el Juez a quo cuando en algunos apartes de su providencia llama la atención en cuanto a que aún existen medios de convicción de vital importancia que la Fiscalía puede recolectar y que no se sabe por qué razón no lo ha hecho. Elementos probatorios que a no dudarlo, pueden reforzar el contenido de la prueba de cargo con miras a soportar válidamente su teoría del caso en los términos ya anunciados. 
Nos referimos concretamente a lo que tienen para aportar los investigadores JUAN CARLOS LÓPEZ GONZÁLEZ y JAIME AGUDELO ALBARRACÍN, lo mismo que el oficial CARLOS ANDRÉS PÉREZ MORALES. De igual modo, la versión del nieto de la propietaria del establecimiento, quien presenció la forma en que BRESMAN subió al segundo piso de esa vivienda sin ninguna autorización y con el fin de escapar de la acción policiva. 
No cabe la alegación escuchada en este estrado, acerca de que no hay lugar a escuchar a los restantes policiales porque como está claro que todo esto fue un montaje, entonces de todas formas lo que van a decir es falso. Obviamente, un proceder de esa naturaleza desvirtúa el deber de investigación asignado al ente Fiscal, puesto que no podría desconocer de buenas a primeras los relatos oficiales por haber prefijado ya una noción acerca de lo supuestamente sucedido.

Se hace preciso sostener, que todo lleva a pensar que la Fiscalía le está dando demasiada trascendencia a un aspecto que en realidad no posee esa connotación probatoria. Nos referimos al hecho de que la delegada Fiscal se haya sorprendido y cambiado de opinión, por la simple circunstancia de que cuando interrogó al Jefe del grupo de investigadores y éste le aclaró que las placas fotográficas no se obtuvieron antes de las capturas, sino después de las mismas y para efectos de una mejor ilustración de las ubicaciones en la escena, entonces pensó que se trataba de un montaje y que lo que tenían que haber hecho era filmar en tiempo real lo acaecido. 
Decimos que se le está dando a este punto una superlativa trascendencia, porque sencillamente así esas fotografías no se hubieran tomado en nada cambiaría la versión testifical aportada por cada uno de los oficiales que participaron en el procedimiento. Acaso, se pregunta la Sala, ¿es requisito indispensable la toma de muestras fotográficas para poder describir en juicio una escena como la que se ha relatado? Y si no son indispensables, como cree la Corporación, entonces no puede ser posible que lo accesorio sirva para desvirtuar lo principal, no otro que lo apreciado por cada uno de los integrantes del grupo policial que hicieron oportuna presencia en el lugar de los acontecimientos.
Menos cabe sostener que porque algunos de los uniformados dieran una vuelta a la manzana para hacer otras constataciones, se pueda concluir como se hace, que entonces no tuvieron ocasión de presenciar los comprometedores momentos de la acción, cuando precisamente los agentes han sido enfáticos en sostener que sí apreciaron en forma personal y directa todo lo que consta en el informe. Sólo un interrogatorio cruzado en tal sentido podría reflejar la realidad de todo esto y no hay lugar a negar credibilidad en forma anticipada como es lo pretendido.

Por todo lo anunciado y como se dijo desde un comienzo, esta Sala de Decisión de común acuerdo con el Ministerio Público, no puede menos que respaldar totalmente lo decidido por el Juez a quo y en consecuencia dispondrá que continúe el trámite procesal en contra de las dos personas imputadas, como corresponde.
Finalmente, se atenderá la declaración de impedimento que formula el Juez Penal del Circuito Especializado de Manizales, por el hecho de quedar incurso en una inhabilidad para seguir conocimiento de este asunto habida consideración al análisis de fondo efectuado con ocasión de esta solicitud de preclusión.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, CONFIRMA en su integridad el proveído objeto de impugnación. De manera adicional, se acepta el impedimento planteado por el señor Juez Único Penal del Circuito Especializado de Manizales. En atención a que no existe otro funcionario de igual jerarquía en las ciudades de Pereira y Manizales, respectivamente, cualquier trámite posterior deberá atenerse a lo dispuesto en el artículo 44 de la Ley 906 de 2004, mediante solicitud de parte ante la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura para que designe el funcionario competente.
Esta decisión queda notificada en estrados y contra ella no procede recurso alguno.

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE 

     LEONEL ROGELES MORENO

     Magistrado





Magistrado

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN


   CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

    
     Magistrado 




          Secretaria
� Cfr. marcación 28:04 del registro de la audiencia de preclusión.


� C.S.J. Sala Penal, auto de mayo 12 de 1981, reiterado en agosto 2 de 1983.
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